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Caso Núm.:  

C-SAN-2022-0011640 
C-SAN-2022011832 
 

 
Sobre:  

Ley de Condominios 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Rivera Marchand,                 

el Juez Bonilla Ortiz y el Juez Pagán Ocasio. 
 
Pagán Ocasio, juez ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

I. 

El 11 de septiembre de 2023, el señor Antonio Quiros y el 

señor José Betances (en conjunto, parte recurrente) presentaron un 

recurso de Revisión judicial en el que solicitaron que revoquemos 

una Orden emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor 

(DACO o foro recurrido) el 6 de septiembre de 2023, notificada y 

archivada en autos ese mismo día.2 Mediante el dictamen, el DACO 

declaró No Ha Lugar una solicitud de intervención promovida por la 

parte recurrente, la cual tenía por motivo que el foro recurrido les 

permitiera intervenir en el proceso adjudicativo de dos querellas 

presentadas por Joseph Edward Simpson, Elisabeth Simpson e 

 
1 Ver Orden Administrativa OATA2023-160 del 11 de septiembre de 2023. 
2 Apéndice del recurso de Revisión judicial, Anejo 1, págs. 1-3. 
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Isabel Passalacqua Fernández (en conjunto, parte recurrida) en 

contra del Consejo de Titulares del Condominio Coral Beach 

(Consejo de Titulares). En dichas querellas, la parte recurrida le 

solicitó al DACO que dejara sin efecto un acuerdo tomado por el 

Consejo de Titulares para permitir los alquileres de apartamentos 

por un término de cuatro (4) días y tres (3) noches. 

Junto al recurso, la parte recurrente radicó una Urgente 

moción en auxilio a la jurisdicción en la que solicitó que ordenáramos 

la paralización de los procedimientos ante el DACO.  

Ese mismo día, emitimos una Resolución en la que declaramos 

No Ha Lugar la solicitud de orden en auxilio de jurisdicción. 

El 13 de septiembre de 2023, emitimos una Sentencia en la 

que desestimamos el recurso de revisión judicial por falta de 

jurisdicción (la jueza Rivera Marchand disintió). A nuestro juicio, la 

Orden recurrida versaba sobre un asunto interlocutorio dentro del 

procedimiento adjudicativo del DACO sobre el que carecíamos 

autoridad para intervenir por no presentarse ninguna de las 

instancias que permite preterir el agotamiento del proceso 

administrativo. En ese entonces, además, prescindimos de la 

comparecencia de las partes recurridas por entender que era lo 

óptimo para lograr el más justo y eficiente despacho del caso.  

El 12 de octubre de 2023, la parte recurrente presentó una 

Petición de Certiorari ante el Tribunal Supremo en la que solicitó que 

se revocara nuestra Sentencia del 13 de septiembre de 2023. Según 

arguyó, la determinación de denegar la intervención goza de 

finalidad y, al no ser una parte propiamente, estaría impedida de 

instar un recurso de revisión ante la eventual determinación final 

de la agencia. La petición recibió el alfanumérico CC-2023-0670. 

El 18 de junio de 2024, el Tribunal Supremo emitió una 

Opinión en dicho caso, formalmente titulado Simpson y otros v. 

Consejo de Titulares y Junta de Directores del Condominio 
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Coral Beach y otros, 2024 TSPR 64, 213 DPR ___ (2024), en la que 

revocó nuestra Sentencia y devolvió el caso a esta Curia para que 

atendamos el recurso de revisión judicial en los méritos. Según 

resolvió, la denegatoria de una solicitud de intervención es 

susceptible de revisión judicial, conforme con el marco normativo 

creado por la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38 de 2017, según enmendada, 

3 LPRA secs. 9601 et seq., (LPAU). 

El 9 de julio de 2024, nuestro más alto foro remitió a esta 

Curia el mandato correspondiente a su Opinión en este caso. 

Devuelto el caso a este foro apelativo, en estricto 

cumplimiento con el mandato de nuestro Tribunal Supremo, el 15 

de julio de 2024, emitimos una Resolución en la que le concedimos 

a la parte recurrida hasta el 9 de agosto de 2024 para exponer su 

posición sobre los méritos del recurso. 

El 2 de agosto de 2024, la parte recurrida radicó un Escrito 

exponiendo nuestra posición en relación del recurso de revisión 

judicial en el que solicitó que declaremos No Ha Lugar el recurso. 

Contando con la comparecencia de las partes, damos por 

perfeccionado el recurso y, en adelante, pormenorizaremos los 

hechos procesales atinentes a su atención. 

II. 

 El caso de marras tiene su génesis el 5 de julio de 2022 

cuando la señora Elisabeth Simpson y la señora Isabel Passalacqua 

Fernández presentaron sendas querellas para dejar sin efecto un 

acuerdo tomado por el Consejo de Titulares en una Asamblea 

Extraordinaria celebrada el 5 de junio de 2022 en el que se aprobó 

permitir los alquileres a corto plazo en el condominio.3 

Específicamente, se convino que los apartamentos pudiesen ser 

 
3 Íd., Anejo 2, págs. 4-21 y Anejo 3, págs. 22-31, respectivamente. 
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arrendados por un término de cuatro (4) días y tres (3) noches. 

Según plantearon independientemente, esa acción representaba 

convertir el uso residencial de los apartamentos, establecido en la 

escritura matriz del condominio, en uno comercial. Eso, arguyeron, 

constituye una enmienda a la escritura matriz, la cual requiere la 

aprobación unánime de los titulares. En vista de ello, solicitaron que 

se paralizaran los alquileres a corto plazo hasta que se enmendara 

la escritura matriz y que se invalidara el acuerdo de la Asamblea 

Extraordinaria del 5 de junio de 2022. También, argumentaron que 

los arrendamientos a corto plazo son nocivos al disfrute de su 

propiedad. 

 Luego de múltiples trámites procesales, los cuales incluyeron 

la consolidación de las querellas, el 1 de septiembre de 2023, la 

parte recurrente presentó una Solicitud de intervención en la que 

solicitó al DACO que le permitiera participar en el caso.4 En ella 

argumentó que su intervención era necesaria para proteger sus 

derechos porque la determinación del foro recurrido podía afectar 

su derecho de propiedad, uso y disfrute de sus apartamentos sin 

respetar el debido proceso de ley. 

 En la misma fecha, también radicó una Solicitud de 

desestimación en la que solicitó al DACO que desestimara las 

querellas porque no aducían una reclamación que justificara la 

concesión de un remedio.5 Según planteó, rentar un apartamento 

no varía el uso residencial del mismo y, en todo caso, el acuerdo 

impugnado no requería enmendar la escritura matriz, sino alterar el 

Reglamento del condominio, para lo cual se contó con una mayoría 

suficiente. 

 El 6 de septiembre de 2023, el DACO emitió la Orden recurrida 

en la que declaró No Ha Lugar la Solicitud de intervención promovida 

 
4 Íd., Anejo 4, págs. 32-65. 
5 Íd., Anejo 5, págs. 66-81. 
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por la parte recurrente.6 A su juicio, la parte recurrente no justificó 

su intervención según los criterios establecidos en la LPAU, supra. 

Según estimó, la postura de la parte recurrente sobre los acuerdos 

impugnados estaba siendo defendida por el Consejo de Titulares y, 

por ello, sus intereses estaban siendo debidamente representados. 

De esta forma, también denegó la Solicitud de desestimación. 

 En desacuerdo, el 11 de septiembre de 2023, la parte 

recurrente presentó el recurso de epígrafe y le imputó al DACO la 

comisión de los siguientes dos errores: 

Primero: DACO erró al no permitir la intervención. 
 
Segundo: DACO erró al no desestimar las querellas. 

 

Es su contención que su intervención debía ser aprobada porque se 

podría ver afectado su derecho propietario y constitucional, así como 

su poder de arrendar su propiedad a corto plazo. Asimismo, aduce 

que nadie ha representado ante el DACO los planteamientos que 

han hecho. Por otra parte, en los méritos, reitera que las querellas 

deben ser desestimadas porque no presentan una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio. En cuanto a ello, esboza que 

el arrendamiento a corto plazo no convierte el uso residencial del 

apartamento en uno comercial.  

 El 13 de septiembre de 2023, emitimos una Sentencia en la 

que desestimamos el recurso de revisión judicial por falta de 

jurisdicción (la jueza Rivera Marchand disintió), toda vez que 

estimamos que no teníamos autoridad para intervenir con la Orden 

del DACO por tratarse de un asunto interlocutorio del proceso 

administrativo adjudicativo. 

 Esa determinación fue revocada el 18 de junio de 2024 

cuando nuestro Tribunal Supremo emitió una Opinión en el caso 

Simpson y otros v. Consejo de Titulares y Junta de Directores 

 
6 Íd., Anejo 1, págs. 1-3. 
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del Condominio Coral Beach y otros, supra, aclarando dicho 

asunto y devolvió el caso para que lo atendamos en sus méritos. 

Según resolvió, la denegatoria de una solicitud de intervención es 

susceptible de revisión judicial. 

 Devuelto el recurso a nuestra consideración, el 15 de julio de 

2024, emitimos una Resolución en la que le concedimos a la parte 

recurrida hasta el 9 de agosto de 2024 para exponer su posición 

sobre los méritos del recurso. 

El 2 de agosto de 2024, la parte recurrida radicó un Escrito 

exponiendo nuestra posición en relación del recurso de revisión 

judicial en el que solicitó que declaremos No Ha Lugar el recurso. 

En adelante, pormenorizamos el derecho aplicable a la 

presente controversia. 

III. 

A. 

La Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2003, Ley Núm. 201 de 2003, según enmendada, 4 LPRA 

sec. 24 et seq., delimita la facultad revisora del Tribunal de 

Apelaciones. A esos fines, establece que este Tribunal podrá revisar 

las órdenes y resoluciones finales de las agencias y los organismos 

administrativos. 4 LPRA sec. 24y. Véase, además, ORIL v. El 

Farmer, Inc., 204 DPR 221, 238 (2020). Asimismo, la Regla 56 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 56, 

restringe nuestra jurisdicción revisora a determinaciones 

administrativas finales.  

A su vez, la Sección 4.1 de la LPAU, supra sec. 9671, limita la 

facultad de este Tribunal para entender en solicitudes de revisión de 

órdenes o resoluciones finales de una agencia administrativa, luego 

de agotar los remedios administrativos correspondientes.  

En ese sentido, la normativa jurídica es clara en cuanto a que, 

para solicitar la revisión judicial de una resolución u orden 
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administrativa ante este Tribunal, la parte interesada debe recurrir 

de una resolución u orden final. Asimismo, el Sección 4.2 de la 

LPAU, supra sec. 9672, excluye de nuestra jurisdicción revisora los 

dictámenes interlocutorios, y citamos: “[u]na orden o resolución 

interlocutoria de una agencia, incluyendo aquellas que se emitan en 

procesos que se desarrollen por etapas, no serán revisables 

directamente”.  

Según definido en la Sección 3.14 de la LPAU, supra sec. 

9654, las órdenes o resoluciones finales deberán “incluir y exponer 

separadamente determinaciones de hecho si éstas no se han 

renunciado, conclusiones de derecho, que fundamentan la 

adjudicación, la disponibilidad del recurso de reconsideración o 

revisión según sea el caso”. Análogamente, el Tribunal Supremo 

resolvió en Comisionado Seguros v. Universal, 167 DPR 21, 29 

(2006) que “una orden o resolución final tiene las características de 

una sentencia en un procedimiento judicial, porque resuelve 

finalmente la cuestión litigiosa y permite su apelación o solicitarse 

su revisión”.  

En el caso ORIL v. El Farmer, Inc., supra, págs. 238-240, el 

Tribunal Supremo reiteró lo dispuesto en la Sección 4.2 de la LPAU, 

supra, el cual establece que el Tribunal de Apelaciones solo podrá 

revisar órdenes y resoluciones finales de una agencia 

administrativa. Expresó que, aunque esa disposición es distinta a la 

doctrina de agotamiento de remedios administrativos, ambas tenían 

un alcance análogo y, generalmente, gozaban de las mismas 

excepciones. Señaló que ambas disposiciones permitían que los 

tribunales discrecionalmente se abstuviesen de revisar actuaciones 

de una agencia gubernamental hasta que ésta emitiera un dictamen 

final. No obstante, el Tribunal Supremo reconoció varios factores a 

considerar a favor de preterir la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos. Estos son: 
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(1) cuando el dar curso a la acción administrativa haya 

de causar un daño inminente, material, sustancial y 

no teórico o especulativo;  

(2) cuando el remedio administrativo constituya una 

gestión inútil, inefectiva y que no ofrece un remedio 

adecuado;  

(3)  cuando la agencia claramente no tiene jurisdicción 

sobre el asunto y la posposición conllevaría un daño 

irreparable al afectado, o  

(4) cuando el asunto es estrictamente de derecho. Íd., 

pág. 240.  

 

De estar presente alguno de estos factores, el foro revisor 

podrá preterir el trámite administrativo y atender el caso. Íd. 

B. 

 La figura del interventor es definida por la Sección 1.3 de la 

LPAU, supra sec. 9603, como “aquella persona que no sea parte 

original en cualquier procedimiento adjudicativo que la agencia lleve 

a cabo y que haya demostrado su capacidad o interés en el 

procedimiento”. Entretanto, la Sección 3.5 de la LPAU, supra sec. 

9645, permite que cualquier persona con un interés legítimo en un 

procedimiento adjudicativo administrativo pueda someter una 

solicitud por escrito y debidamente fundamentada para que se le 

permita intervenir o participar. Al conceder o denegar esta solicitud, 

la agencia deberá considerar los siguientes factores:  

(a) Que el interés del peticionario pueda ser afectado 
adversamente por el procedimiento adjudicativo.  
(b) Que no existan otros medios en derecho para que el 
peticionado pueda proteger adecuadamente su interés.  
(c) Que el interés del peticionario ya esté representado 

adecuadamente por las partes en el procedimiento.  
(d) Que la participación del peticionario pueda ayudar 
razonablemente a preparar un expediente más completo del 
procedimiento.  
(e) Que la participación del peticionario pueda extender o 
dilatar excesivamente el procedimiento.  
(f) Que el peticionario represente o sea portavoz de otros 
grupos o entidades de la comunidad.  
(g) Que el peticionario pueda aportar información, pericia, 
conocimientos especializados o asesoramiento técnico que 
no estaría disponible de otro modo en el procedimiento. 
 
La agencia deberá aplicar los criterios que anteceden de 
manera liberal y podrá requerir que se le someta evidencia 
adicional para poder emitir la determinación correspondiente 
con respecto a la solicitud de intervención. Íd. 
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 Asimismo, la Sección 3.6 de la LPAU, supra sec. 9646, dispone 

que “[s]i la agencia decide denegar una solicitud de intervención en 

un procedimiento adjudicativo notificará su determinación por 

escrito al peticionario, los fundamentos para la misma y el recurso 

de revisión disponible”. 

 Entretanto, la Regla 19.2 del Reglamento de Procedimientos 

Adjudicativos, Reglamento Núm. 8034 de 14 de junio de 2011, 

DACO, R. 19.2, pág. 23, establece que el DACO “podrá libremente 

conceder o denegar una solicitud de intervención a tenor, entre 

otros, con los criterios establecidos [en la LPAU, supra]”. 

 Sobre la figura de la intervención, nuestro Tribunal Supremo 

ha reiterado que se trata de un mecanismo procesal para que una 

persona que no fue parte original en un proceso tenga la 

oportunidad de defenderse de la determinación administrativa. JP 

Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 189 (2009), 

citando a Asoc. Residentes v. Montebello Dev. Corp., 138 DPR 

412, 420 (1995). Mediante la intervención, se convierte al 

interventor en una “parte” propiamente y se garantiza una 

participación plena en el procedimiento. Simpson y otros v. 

Consejo de Titulares y Junta de Directores del Condominio 

Coral Beach y otros, supra pág. 9-10.  

 Tanto la solicitud de intervención como el rechazo de la 

petición por el foro administrativo deben hacerse por escrito y 

debidamente fundamentadas. JP Plaza Santa Isabel v. Cordero 

Badillo, supra pág. 189 y 190. Asimismo, la denegatoria de una 

solicitud de intervención es una cuestión de derecho revisable sin 

limitación por los tribunales. Íd., pág. 190. 

Ahora bien, la norma descrita en la sección anterior – 

únicamente son revisables las determinaciones finales de las 

agencias y no los dictámenes interlocutorios – no alcanza las 

denegatorias de las solicitudes de intervención por los foros 
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adjudicativos administrativos. Así lo ha decidido nuestro Tribunal 

Supremo al resolver que la Sección 3.6 de la LPAU, supra, establece 

claramente que la denegatoria de una solicitud de intervención es 

susceptible de revisión judicial. Simpson y otros v. Consejo de 

Titulares y Junta de Directores del Condominio Coral Beach y 

otros, supra pág. 14. Resolvió que la denegatoria de intervención 

representa un “rechazo expreso a la condición de ‘parte’ en una 

futura revisión judicial de la decisión que la agencia emita 

eventualmente”. Íd. Así, cuando no se acepta la intervención de un 

tercero, se afecta directamente su capacidad para impugnar una 

decisión administrativa. Íd., pág. 15. 

IV. 

 En este caso, la Orden recurrida denegó una solicitud de 

intervención promovida por la parte recurrente. En desacuerdo, esa 

parte arguye que una determinación final de la agencia le afectaría 

su derecho de propiedad y de uso y disfrute de sus apartamentos. 

En apoyo del dictamen, la parte recurrida escuetamente solicita que 

se confirme, sin argumentar fundamentos en ley que sustenten su 

posición. 

Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del expediente, 

resolvemos que corresponde permitir la intervención de la parte 

recurrente. Los señores Antonio Quiros y José Betances poseen 

sendos apartamentos en el Condominio Coral Beach y, por tanto, 

tienen un interés legítimo en proteger su derecho de propiedad sobre 

estos. A su vez, ese interés legítimo de la parte recurrente podría 

verse afectado adversamente por el procedimiento adjudicativo ante 

el DACO, toda vez que se evalúa la validez de un acuerdo relacionado 

a la capacidad de cada titular de arrendar su apartamento, un 

ejercicio de su derecho de propiedad. A fin de cuentas, análogo a 

como reconoció nuestro más alto foro, al no permitirse la 

intervención se “adjudica de manera definitiva el derecho del 
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solicitante a ser parte del procedimiento administrativo”. Simpson 

y otros v. Consejo de Titulares y Junta de Directores del 

Condominio Coral Beach y otros, supra pág. 14. Y es que no 

acceder a la intervención de una parte rechaza expresamente su 

condición de “parte” en una futura revisión judicial sobre la decisión 

de la agencia. Íd. 

Resuelto que procede la intervención de la parte recurrente, 

resultaría contradictorio determinar que corresponde desestimar las 

querellas, así como solicita la parte recurrente. Por el contrario, es 

precisa la continuación de los procedimientos en los que la parte 

recurrente, como parte interventora propiamente, exponga su 

posición y participe plenamente en lo que el DACO estime apropiado 

que resta del procedimiento adjudicativo administrativo.  

En vista de lo anterior, procede revocar la Orden recurrida y 

devolver el caso al DACO para que lo atienda en sus méritos, 

contando con la intervención de la parte recurrente. Solo así se 

fortalece la posibilidad de que estos ciudadanos, cuyos derechos 

podrían ser afectados, puedan participar en este procedimiento, tal 

y como hizo constar el Juez Asociado Estrella Martínez en su 

expresión de conformidad en Simpson y otros v. Consejo de 

Titulares y Junta de Directores del Condominio Coral Beach y 

otros, supra.  

V. 

Por lo anterior, se revoca la Orden recurrida, se devuelve el 

caso para la continuación de los procedimientos conforme a lo aquí 

resuelto y se le ordena al DACO permitir la intervención de la parte 

recurrente. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

                                                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


